ACCIÓN DE TUTELA DE 2ª INSTANCIA 
RADICACIÓN:  660013187002 2024 00152 01
ACCIONANTE: JORGE E. PEÑARANDA ALVARADO
DECRETA NULIDAD

A 010

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIÓN DE TUTELA / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA / COMPETENCIA / NULIDAD PROCESAL

DEBIDO PROCESO – Su trasgresión en el proceso constitucional acarrea la declaratoria de nulidad procesal.
… es claro que el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira que tramitó la tutela y la definió con sentencia de primer grado, carecía de competencia para hacerlo, habida cuenta que el  artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069/15, modificado por el artículo 01 del Decreto 333/21, dispone que las acciones de tutela dirigidas contra los Jueces o Tribunales serán asignadas para su conocimiento en primera instancia, al respectivo superior funcional de la autoridad jurisdiccional demandada. 

… Por lo anterior, como quiera que en este asunto la entidad accionada es el Juzgado Noveno Civil Municipal de Pereira, dando alcance a los criterios de la jurisprudencia fijada por la Corte Suprema de Justicia que propende por el respeto y trascendencia de las reglas de reparto para determinar la competencia en el conocimiento de acciones de tutela, no cabe duda que la autoridad competente para conocer de la tutela impetrada era el Juzgado Civil del Circuito de Pereira (reparto), y en consecuencia ello da lugar a la declaratoria de nulidad de lo actuado por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.)
REPÚBLICA DE COLOMBIA
RAMA JUDICIAL
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA nº 2 de decisión PENAL

Magistrado Ponente

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA

Pereira, veintiuno (21) de febrero de dos mil veinticinco (2025)
Acta de Aprobación No. 197
Hora: 3:20 p.m.

Radicación: 66001318700220240015201

1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el apoderado judicial del accionante JORGE ENRIQUE PEÑARANDA ALVARADO, frente al fallo proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela incoada contra el Juzgado Noveno Civil Municipal de Pereira y la Sociedad Cooperativa de Microfinanzas (SOCOMIR).
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela la parte accionante, se puede sintetizar así: (i) desde el mes de julio de 2024 el señor JORGE PEÑARANDA tiene un embargo en su mesada pensional y a favor deudor de la Cooperativa SOCOMIR, por orden del Juzgado Noveno Civil Municipal de Pereira -Proceso 66001400300920240010500-, sin embargo, afirmó que no él tiene obligaciones con la mencionada empresa; (ii) el FOPEP, entidad pagadora, le negó la suspensión del descuento por el mencionado embargo, porque la entidad solo cumplía la orden judicial y cualquier inconformidad debía ser dirigida al juzgado; (iii) en septiembre 16 y octubre 02 de 2024, solicitó al juzgado ser notificado formalmente del auto de mandamiento de pago y que le remitiera el expediente completo por medio digital, pero no obtuvo  respuesta; (iv) la falta de notificación y la omisión del juzgado vulneran sus derechos fundamentales al debido proceso, defensa, petición y acceso a la justicia dentro del proceso ejecutivo en el que no se le ha vinculado formalmente pese a que tiene un interés legítimo; (v) considera que en su caso se cumplen los presupuestos jurisprudenciales de procedencia de la acción de tutela contra la autoridad judicial.
Solicitó la protección de los derechos fundamentales vulnerados y, en consecuencia, se ordene a al juzgado accionado que, en un término perentorio, notifique, a él y a su apoderado judicial, el mandamiento de pago emitido en su contra y a favor de la Sociedad Cooperativa de Microfinanzas (SOCOMIR). Además, al correo electrónico registrado la copia íntegra de la demanda y del proceso ejecutivo 66001400300920240010500. 
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la tutela -diciembre 16 de 2024-, el despacho de primer grado vinculó y corrió traslado de la demanda al Juzgado Noveno Civil Municipal de Pereira y a la Sociedad Cooperativa de Microfinanzas (SOCOMIR). Además, se vinculó al Consorcio FOPEP y a las COOPERATIVAS PA EXCEL CREDIT y PA.A. AVISTA, quienes son partes dentro del cuestionado proceso ejecutivo.
3.2.- Las entidades se pronunciaron en los siguientes términos:

3.2.1.- La apoderada general de la sociedad AVISTA COLOMBIA S.A.S., solicitó la desvinculación del presente asunto porque carece de legitimación en la causa por pasiva, como quiera que no tiene injerencia en los hechos que fundamentan la acción constitucional, los cuales se refieren a las actuaciones u omisiones del juzgado accionado. 

3.2.2.- La Representante Legal para Asuntos Judiciales de la sociedad EXCELCREDIT S.A., de igual manera, adujo la falta de legitimación en la causa por pasiva, al advertir que, si bien existió una obligación (crédito) del señor JORGE PEÑARANDA con esa entidad, ninguna responsabilidad le asiste a dicha empresa en los hechos que motivan la acción de tutela, los cuales corresponden a una decisión por parte de juzgado accionado. Solicitó su desvinculación del trámite.
3.2.3.- El Representante Legal de la SOCIEDAD COOPERATIVA DE MICROFINANZAS (SOCOMIR), por su parte, precisó la existencia de la obligación que se reclama por vía judicial al señor JORGE PEÑARANDA, en tanto afirmó que la notificación de la demanda que interpuso esa entidad contra el accionado, y que es conocida por el juzgado accionado, se efectuó en junio 25 de 2024 a la dirección electrónica registrada por el mismo demandado, en los términos de la Ley 2213/2022.
Consideró que esa sociedad ha cumplido con su responsabilidad legal y no ha violentado los derechos fundamentales del accionante, por lo que no puede atribuírsele responsabilidad en el presente caso y solicitó su desvinculación. 
3.2.4.- El Juez Noveno Civil Municipal de Pereira, por su parte, recordó que, por su naturaleza y fines, las medidas cautelares decretadas en los procesos ejecutivos no requieren notificación previa al ejecutado, ya que su propósito es proteger el derecho del acreedor y garantizar la efectividad del proceso. 
De otro lado, sostuvo que la notificación de la demanda al accionante se realizó electrónicamente al correo proporcionado por el demandado y se confirmó mediante herramientas electrónicas, actuación que goza de presunción de legalidad y no ha sido desvirtuada. 
El apoderado del accionante ya fue reconocido dentro del proceso y se le proporcionó acceso al expediente digital, sin que haya presentado solicitud procesal alguna. La parte demandada tuvo la oportunidad de ejercer su derecho de contradicción, pero no lo hizo dentro de los términos procesales establecidos, en tanto que el título valor exigido cumplía con los requisitos legales y no se cuestionó su legitimidad ni idoneidad como base para el mandamiento de pago y medidas cautelares adoptadas. 
Acotó que la especial protección constitucional de las personas mayores, no es óbice para la suspensión de las obligaciones legales y procesales. Las actuaciones del juzgado se realizaron observando estrictamente las normas procesales de rigor.
Solicitó que se declare la improcedencia de la acción de tutela en virtud del principio de independencia y autonomía judicial, máxime cuando las decisiones del juzgado se ajustaron a derecho y garantizaron el debido proceso.
3.2.5.- El gerente del Consorcio FOPEP 2022, a su vez, pidió la desvinculación de la presente acción de tutela por falta de legitimación en la causa por pasiva, ya que su actuar como administrador del Fondo de Pensiones Públicas del Nivel Nacional, en el caso concreto, se limitó a dar cumplimento a la medida de embargo sobre la nómina del accionante ordenada por el juzgado accionado, misma que se ajustó a los parámetros del Ministerio del Trabajo (Oficio #12310-788-09), sin recibir aún novedad para el levantamiento o suspensión de tal descuento. Ese Consorcio no ha vulnerado derecho fundamental alguno del accionante. 
3.3.- Mediante mensaje de datos de diciembre 31 de 2024, el apoderado judicial del accionante presentó escrito de oposición a los argumentos expuestos por el Juzgado accionado y la sociedad SOCOMIR, reiterando en extenso en su pretensión de amparo de tutela a los derechos fundamentales invocados. 
3.4.- Culminado el término constitucional, el juzgado mediante fallo de enero 02 de 2025, negó por improcedente la tutela de los derechos fundamentales invocados por el apoderado judicial del señor JORGE ENRIQUE PEÑARANDA ALVARADO, en virtud del principio de subsidiariedad de la acción constitucional; ello, al advertir que las pretensiones de la parte actora se debían postular al interior del respectivo proceso judicial, lo cual no ocurrió, en tanto que la controversia al fondo del asunto era competencia del juez cognoscente en la jurisdicción ordinaria, empero, según se observó, la parte interesada no ejerció su derecho de contradicción en el momento oportuno dentro del proceso, aun cuando le fue reconocida personería jurídica al apoderado del accionante y se puso a su disposición el expediente digital. 

En tal contexto, no halló necesidad de adoptar medidas urgentes dentro del proceso ejecutivo cuestionado, por lo que no era dable la intromisión de juez de tutela a la órbita propia de la justicia ordinaria, máxime porque no se avizoró la concurrencia inminente de un perjuicio irremediable para los derechos del ciudadano, subsistiendo la idoneidad y eficacia del mecanismo judicial ordinario. 
4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con la decisión, el apoderado judicial del señor JORGE PEÑARANDA la impugnó y solicitó su revocatoria para que, en su lugar, se conceda el amparo de tutela deprecado. 
Al efecto, argumentó que el fallo confutado desconoció las pretensiones dentro de la acción de tutela, pues se rogó por el amparo de derechos fundamentales que se estimaron conculcados con la actuación del juzgado accionado, en la medida que no se atendió la petición que se presentó para que se hiciera efectiva la notificación del mandamiento de pago y se le remitiera al apoderado la copia íntegra del respectivo expediente, requerimiento que dicha autoridad judicial no atendió. 
En el trámite de la acción de tutela se ignoró el pedido ulterior de vinculación de la entidad LAGOBO DISTRIBUCIONES S.A.S. y de la Superintendencia de Economía Solidaria, para refutar las afirmaciones que hizo la Sociedad SOCOMIR en respuesta al traslado de la tutela, relativas a la existencia y endoso del título valor (libranza) acreditado en el proceso ejecutivo, disintiendo por completo de las consideraciones del juzgado de primer nivel sobre la legitimidad del procedimiento y decisiones surtidas ante la justicia ordinaria. Estimó que el juzgado y la sociedad accionadas faltaron a la verdad en las respuestas ofrecidas, pues dentro del proceso ejecutivo nunca se realizó la notificación electrónica válida al demandado, quien no registró la dirección electrónica usada para dichos fines -jorgeenriquepenarandaalvarado@gmail.com-. 
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Existe competencia funcional para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591/91; sin embargo, analizada con detenimiento la actuación surtida, se observa que no es posible desatar el recurso debido a la existencia de una irregularidad sustancial presentada durante desarrollo del trámite adelantado ante el juzgado de primer nivel, ya que se asumió el conocimiento de un asunto frente al cual se carecía de competencia.

El debido proceso constituye un conjunto de garantías fundamentales que deben respetarse en toda causa, trámite, juicio y actuaciones administrativas, asistiéndole el derecho a las partes y demás personas que tengan interés legítimo de intervenir, a elevar solicitudes, aducir pruebas y controvertir las allegadas. Postulados estos que están consagrados como derecho fundamental en el artículo 29 de la Constitución Política, y no obstante que a la acción de tutela la caracteriza su brevedad, no debe ser ajena a las reglas del debido proceso. 

Por consiguiente, es claro que el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira que tramitó la tutela y la definió con sentencia de primer grado, carecía de competencia para hacerlo, habida cuenta que el  artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069/15, modificado por el artículo 01 del Decreto 333/21, dispone que las acciones de tutela dirigidas contra los Jueces o Tribunales serán asignadas para su conocimiento en primera instancia, al respectivo superior funcional de la autoridad jurisdiccional demandada. 
De ese modo, al haber sido conocida la acción constitucional por un juzgado que integra la jurisdicción penal, cuando la entidad que fue demandada es un Juzgado Civil Municipal, se incurrió en una irregularidad que vulnera el debido proceso al no ser tal funcionario el competente para su trámite, sino los Jugados Civiles del Circuito de esta capital en su condición de superiores jerárquicos, autoridad a la cual se debió remitir la actuación.

Lo referido podría ir en contravía de la protección de los derechos del accionante quien espera que su asunto obtenga una pronta resolución; no obstante, la H. Corte Suprema en decisión CSJ ATP, 12 ago. 2009, Rad. 43.613, en punto de tal situación expresó:
“Cabe agregar que aunque la Corte Suprema de Justicia comparte la preocupación de la Corte Constitucional expresada en auto 124 del 25 de marzo de 2009, en el sentido de que en algunos casos los “… los conflictos de competencia con base en el Decreto 1382 de 2000 ha generado que los peticionarios deban sufrir por varios meses (sic) las graves consecuencias de la presunta violación de sus derechos fundamentales mientras los distintos jueces discuten aspectos meramente procesales relacionados con las reglas de reparto; lo cual, además, es muestra de una gran insensibilidad constitucional”,  tampoco puede desconocer que tal como lo precisara en auto de 2 de junio de 2009 dentro de la radicación T-42401, “ello no implica que las autoridades judiciales y sus usuarios deban desconocer la citada reglamentación, toda vez que su inobservancia resta eficacia a la administración de justicia de cara a proteger los derechos fundamentales, pues no se puede olvidar que el Decreto 1382 de 2000 fue expedido por la necesidad cierta de ‘racionalizar y desconcentrar el conocimiento’
 de las demandas de tutela. 

Por ello, desconocer las razones y los argumentos que se tuvieron en cuenta para la expedición del referido decreto, genera efectos como el ocurrido en el caso objeto de análisis y emite un mensaje equivocado a las personas, pues  tal como se precisara en el auto aludido “las incentiva a promover demandas ante cualquier autoridad judicial, creando caos judicial que en nada ayuda a la protección inmediata de los derechos fundamentales, ni al correcto funcionamiento de la administración de justicia en el ejercicio de sus funciones ordinarias instituidas igualmente para garantizar los derechos constitucionales.”

Es cierto y no desconoce la Sala que a raíz de la vacancia judicial que opera en todo el territorio nacional a partir del día 20 de diciembre de cada año, es común que las oficinas judiciales procedan a efectuar el reparto de las acciones constitucionales a los despachos que laboran en esa época, como es el caso de los Juzgados de Ejecución de Penas
, quienes por tal motivo deben asumir el conocimiento de las mismas no obstante ser conocedores de su falta de competencia. Aun así, tal situación no puede ser avalada por esta Corporación
, al ser evidente la existencia de unas reglas de reparto que deben ser de obligatorio cumplimiento para garantizar que quien decida la acción constitucional sea en efecto el funcionario con competencia para hacerlo, lo que en este caso no ocurre, máxime cuando la demanda de tutela se radicó en diciembre 13 de 2024, cuando aún no iniciaba la vacancia judicial.
Valga precisar que las reglas de reparto enunciadas fueron establecidas en decretos presidenciales y atienden a la potestad reglamentaria reconocida en la Constitución -Art. 189.11-, preceptos que son del orden público y obligatorio cumplimiento por las autoridades administrativas y judiciales, al tiempo que al Consejo Superior de la Judicatura le asiste la función reglamentaria residual prevista en el artículo 257 Superior, así como a los Consejos Seccionales en el ámbito de sus competencias -art. 82 y 85 Ley 270/96-, la cual se desarrolla con sujeción a la ley y en los asuntos que no cuenten con disposición normativa expresa, circunstancias que obligan a colegir que el Acuerdo emitido para la orientación de acciones constitucionales en el periodo de vacancia, en manera alguna, puede estar en contravía a los presupuestos reglamentarios fijados en los Decretos 1069/15 y 333/21, dada la prevalencia de funciones establecidas en el mandato constitucional para el Poder Ejecutivo.

Por lo anterior, como quiera que en este asunto la entidad accionada es el Juzgado Noveno Civil Municipal de Pereira, dando alcance a los criterios de la jurisprudencia fijada por la Corte Suprema de Justicia que propende por el respeto y trascendencia de las reglas de reparto para determinar la competencia en el conocimiento de acciones de tutela
, no cabe duda que la autoridad competente para conocer de la tutela impetrada era el Juzgado Civil del Circuito de Pereira (reparto), y en consecuencia ello da lugar a la declaratoria de nulidad de lo actuado por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con la consiguiente remisión del expediente a la Oficina Judicial para su reparto entre los Juzgados Civiles del Circuito de esta capital, sin perjuicio de la validez de las pruebas practicadas.

6. DECISIÓN.


En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Nº 2 de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE
PRIMERO: SE DECLARA LA NULIDAD de lo actuado por el Jugado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), a partir del auto de diciembre 16 de 2024 por medio del cual se admitió esta acción constitucional, en atención a la falta de competencia, sin perjuicio de la validez de las pruebas practicadas.
SEGUNDO: REMITIR por Secretaría el expediente a la Oficina Judicial para su reparto entre los Juzgados Civiles del Circuito de Pereira (Rda.), de conformidad con lo dispuesto en la parte motiva de esta providencia.

Contra la presente providencia no procede recurso alguno.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado 
-con salvamento de voto-
Con firma electrónica al final del documento

MANUEL YARZAGARAY BANDERA 
Magistrado 
Con firma electrónica al final del documento
� Mediante Acuerdo CSJRIA24-141 de noviembre 20 de 2021 el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda suspendió el reparto de acciones de tutela a los Juzgados del Distrito Judicial de Pereira , desde diciembre 10 de 2024 y hasta enero 12 de 2024, ambas fechas inclusive, en atención a la vacancia judicial de fin de año, y conformó la Unidad Judicial Única para atención de acciones de tutela la cual fue creada con los Juzgados penales municipales de garantías, penales municipales de conocimiento, penales municipales de control de garantías para adolescentes penales municipales de garantías, penales de garantías y conocimiento de Dosquebradas, penales municipales de garantías y de conocimiento de Santa Rosa de Cabal, y Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira. 


� Esta Corporación se pronunció en similares términos en providencia (ST2) de febrero 04 de 2022, radicado 660013187003 2021 00076-01. Magistrado Ponente Dr. Jorge Arturo Castaño Duque.


� Véase la sentencia C-507-14: “[…] Por su parte la función administrativa reposa fundamentalmente en el Ejecutivo, - Presidente de la República- quien tiene la función de reglamentar la ley (CP., art. 189.11) y de manera residual, accesoria y auxiliar, en otros organismos como lo son los ministerios. Sin embargo, la Carta Política también ha otorgado potestades normativas a otros organismos ajenos a la Rama Ejecutiva del poder público, como es el caso del Consejo Superior de la Judicatura, que lo ejerce al margen del Ejecutivo y a quien le corresponde, dictar los reglamentos necesarios, conforme a la ley. (CP. art. 257).


4.5.4. El mandato constitucional del artículo 257, según el cual: “Con sujeción a la ley, el Consejo Superior de la Judicatura cumplirá las siguientes funciones: (...) Dictar los reglamentos necesarios para el eficaz funcionamiento de la administración de justicia, los relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los distintos cargos y la regulación de los tramites judiciales y administrativos que se adelantes en lo despachos judiciales, en los aspectos no previstos por el legislador”, contempla claramente una función reglamentaria, que tiene por objeto concretar la aplicación de la ley mediante reglamentos administrativos que coadyuven al funcionamiento eficaz de la administración de justicia, función que debe ser ejercida conforme al mandato legal y en los aspectos no previstos por el legislador.  Además, el mismo artículo 257, en su numeral 4 prescribe la facultad del Consejo Superior de la Judicatura para proponer proyectos de ley, relativos a la administración de justicia y a la expedición de códigos sustantivos y procedimentales, que son competencia del Legislador. 


Cabe resaltar que conforme al artículo 93 de la ley 270 de 1996, de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, sobre el principio de legalidad en los trámites judiciales y administrativos, “La facultad de la Sala Administrativa para regular los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos judiciales, en ningún caso comprenderá la regulación del ejercicio de las acciones judiciales ni de las etapas del proceso que conforme a los principios de legalidad y del debido proceso corresponden exclusivamente al legislador.”, lo que conlleva a que no es posible la deslegalización de la definición o modificación de las cuantías, cuando ellas sean parte del ejercicio de las acciones judiciales, sus etapas o la definición del juez natural. 


4.5.5. En suma, el Consejo Superior de la Judicatura tiene a su cargo la regulación de los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos judiciales, cuando el legislador no haya dispuesto norma directamente aplicable, potestad que dispone un claro desplazamiento de la potestad reglamentaria del Presidente en esta materia y, por consiguiente, de los organismos subordinados de la Administración.”


� Véanse autos APL2059- 2022, ATC535-2023  
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